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EXP. N .o 025 1 3-2007-PA/TC 
lCA 
ERNESTO CASlMIRO HERNÁND EZ 
HERNÁNDEZ 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 13 días del mes de octubre de 2008, el Pleno del Tribunal 
Constitucional, integrado por los magistrados Mesía Ramírez, Vergara Gotelli , Landa 
Arroyo, Beaumont Callirgos, Calle Hayen, Eto Cruz y Álvarez Miranda, pronuncia la 
siguiente sentencia 

I. ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Ernesto Casimiro 
Hernández Hernández contra la sentencia de la Segunda Sala Civil de la Corte Superior 
de Justicia de lea, de fojas 109, su fecha 31 de enero de 2007, que declara improcedente 
la demanda de autos. 

• 
11. ANTECEDENTES 

1. Demanda 

Con fecha 18 de noviembre de 2005 , el recurrente interpone demanda de amparo 
contra Rímac Internacional Compañía de Seguros y Reaseguros solicitando que se le 
otorgue pensión de invalidez permanente o renta vitalicia por padecer la enfermedad 
profesional de neumoconiosis, conforme al Capítulo VII del Decreto Supremo N.O 003-
98-SA, más el pago de las pensiones devengadas . Refiere haber laborado en la Empresa 
Minera Shougang Hierro Perú S.A.A. , expuesto a la contaminación ambiental del polvo 
mineral, razón por la cual en la actualidad padece de neumoconiosis con 80% de 
incapacidad. 

2. Contestación de la demanda 

La emplazada propone las excepciones de arbitraje, de prescripción y de falta de 
legitimidad para obrar del demandante, y contesta la demanda alegando que para el 
otorgamiento de una pensión de invalidez, el demandante debió someterse a los 
exámenes médicos que establece el Decreto Supremo N. O 003-98-SA. 

3. Resolución de primer grad 

El Primer Juzgado Civil de lea, c fecha 11 de setiembre d 2006, declara 
infundadas las excepciones propuestas undada la demanda, por con derar que con el 
certificado de trabajo obrante en Itos se acredita que el de ndante laboró en 
actividades mineras expuesto a riesgos de toxicidad, y que co l examen médico 
present se acredita que padece de neumoconiosis en segundo adio de evolución. 
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4. Resolución de segundo grado 

La recurrida, revocando la apelada, declara improcedente la demanda, por 
e imar que con la sentencia emitida en el Exp. N.o 2004-1846, se demuestra que el 

mandante ya se encuentra perci biendo una pensión de invalidez por la enfermedad 
rofesional que padece. 

FUNDAMENTOS 

1.§ Procedencia de la demanda y delimitación de las materias controvertidas 

1. En el fundamento 37.b) de la STC 1417-2005-PA, que constituye precedente 
vinculante, este Tribunal ha señalado que forma parte del contenido esencial 
directamente protegido por el derecho fundamental a la pensión las disposiciones 
legales que establecen los requisitos para su obtención, y que la titularidad del 
derecho invocado debe estar suficientemente acreditada para que sea posible emitir 
un pronunciamiento estimatorio. 

2. El demandante pretende que se le otorgue pensión de invalidez por enfermedad 
profesional conforme a la Ley N.o 26790. En consecuencia, su pretensión está 
comprendida en el supuesto previsto en el fundamento 37.b) de la citada sentencia, 
por lo que se analizará el fondo de la cuestión controvertida. 

3. 

4. 

Alega que con el informe de evaluación médica de fecha 20 de setiembre de 2003 , 
se encuentra probado que adolece de neumoconiosis con 80% de incapacidad, razón 
por la cual tiene derecho a que Rímac le otorgue una pensión de invalidez por 
enfermedad profesional conforme a la Ley N.o 26790. 

Por su parte Rímac aduce que la pretensión planteada en el presente proceso ya ha 
sido solicitada por el demandante en un anterior proceso de amparo, en el que se le 
ordenó a la Oficina de Normalización Previsional que le otorgue una pensión de 
invalidez por enfermedad profesional conforme a la Ley N.o 26790. Por lo tanto, el 
demandante no tiene derecho a una segunda pensión de invalidez por enfermedad 
profesional conforme a la Ley N.o 26790, ya que la Oficina de Normalización 
Previsional se la viene abonando. 

del debate, corresponde a este Tribunal 
determinar si re ulta legítimo que un asegurado pueda percibir por a misma 
enfermedad pr fesional dos pensiones vitalicias conforme al Dec to Ley N.o 
18846 o dos ensiones de invalidez conforme a la Ley N.o 26790 una penSlOn 
vitalicia co orme al Decreto Ley N.O 18846 Y una pensión de inv ldez conforme a 
la Ley N.o 26790. Ello debido a que la pensión vitalicia fu sustituida por la 
pensión de invalidez para cubrir las mismas contingencias Ca identes de trabajo y 

enfermedades profesionales). 
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5 . Con carácter previo al enjuiciamiento de la cuestión de fondo , es necesario recordar 
que en las SSTC 10063-2006-PA/TC, 06612-2005-P AlTC , 10087-2005-PA/TC y 
00061-2008-P AlTC se han establecido los criterios vinculantes para la 
interpretación y aplicación del Seguro por Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales (SATEP) regulado por el Decreto Ley N.o 18846 y el Decreto 
Supremo N.o 002-72-TR y del Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo 
(SCTR) regulado por la Ley N.o 26790 y el Decreto Supremo N.o 003-98-SA. 

Por lo tanto, teniendo en consideración que existen tres sentencias que establecen 
precedentes vinculantes respecto del SA TEP y del SCTR y una que les sirve de 
fundamento o ratio decidendi, así como una prolija jurisprudencia que desarrolla 
temas no tratados por los precedentes vinculantes, el Tribunal Constitucional, en 
virtud de su función de ordenación, considera necesario que dichos criterios 
interpretativos queden unificados y establecidos en una sola sentencia, a fin de 
garantizar la unidad, predictibilidad y seguridad jurídica, y facilitar el uso por parte 
de los justiciables y los jueces. 

2.§ Criterios vinculantes respecto del SA TEP y del SCTR 

6. Este Tribunal al conocer las controversias referidas a la aplicación del Decreto Ley 
N.o 18846 o de la Ley N.o 26790 se ha encontrado con la siguiente problemática: 

a. 
b. 

c. 
d. 

e. 

f. 
g. 

h. 
l. 

J. 
k. 
1. 

7. 

Prescripción de la pensión vitalicia. 
Ámbito de protección del Decreto Ley N.o 18846 y del Decreto Supremo N.o 002-
72-TR. 
La acreditación de la enfermedad profesional. 
Percepción simultánea de pensión vitalicia o pensión de invalidez y remuneración: 
supuesto de compatibilidad e incompatibilidad. 
La inexigibilidad del subsidio por incapacidad temporal para acceder a una pensión 
de invalidez conforme a la Ley N.o 26790. 
La configuración de la invalidez y la inversión de la carga de la prueba. 
La existencia del nexo o relación de causalidad para acreditar una enfermedad 
profesional. 
El reajuste del monto de la pensión vitalicia o de la pensión de invalidez. 
La pensión mínima del Decreto Legislativo N.o 817 y su relación con la pensión 
vitalicia por enfermedad profesional. ' 
El arbitraje en el SCTR y la excepción de co enio arbitral. 
La fecha de inicio de pago de la pensió ltalicia o pensión de invalidez 
Responsabilidad del Estado en el R. 

Ahora bien, conviene se- ar que para la motivación de los cr' erios vinculantes 
ue se van a establece en la presente sentencia, en algunos te as nos remitiremos 

los fundamentos establecidos en la STC 10063-2006-P /TC, y en otros se 
esarrollará la fundamentación correspondiente. De este odo, en algunos temas 
emos de reiterar los precedentes vinculantes estable ' a y en otros vamos a 

establecer nuevos precedentes vinculantes. 
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simismo, antes de proceder a unificar los criterios vinculantes y establecer nuevos 
riterios vinculantes, debe señalarse que la regla procesal que permite a este 
ribunal Constitucional establecer precedentes vinculantes se encuentra reconocida 

en el artículo 201° de la Constitución y en el artículo VII del Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional. 

En este sentido, debe establecerse como: 
a) Regla procesal: El Tribunal Constitucional, en virtud del artículo 201 0 de la 
Constitución y del artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional, tiene la facultad para establecer un precedente vinculante a través de 
sus sentencias que adquieren la autoridad de cosa juzgada, precisando el extremo de 
su efecto normativo. 

2.1.§ Prescripción de la pensión vitalicia 

8. En este punto, se ha de reiterar las consideraciones expuestas en los fundamentos 
89 y 90, en el sentido de que el plazo de prescripción de tres años del artículo 13 .0 

del Decreto Ley N.O 18846 para solicitar el otorgamiento de una pensión vitalicia 
por incapacidad, al ser una restricción irrazonable, no se condice con el contenido 
esencial a la pensión que este Tribunal ha delimitado en las STCs 0050-2004-AI y 
1417-2005-PA, por lo que debe entenderse inaplicable por incompatibilidad con la 
norma constitucional. 

9. En este sentido, el Tribunal Constitucional reitera su precedente vinculante 
consistente en que: no existe plazo de prescripción para solicitar el otorgamiento de 
una pensión vitalicia conforme al Decreto Ley N.O 18846, ya que el acceso a una 
pensión forma parte del contenido constitucionalmente protegido por el derecho 
fundamental a la pensión, que tiene, como todo derecho fundamental, el carácter de 
imprescriptible. 

2.2.§ Ámbito de protección del Decreto Ley N.O 18846 y del Decreto Supremo N.O 
002-72-TR 

10. Respecto al ámbito de protección del Decreto Ley N.O 18846 Y del Decreto 
Supremo N.O 002-72-TR, nos remitimos a las consideraciones expuestas en los 
fundamentos 66 y 67 de la STC 10063-2006-PA/TC. 

11. 
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reiterarse como precedente vinculante que: los 
nunca fueron obreros o si lo fueron ero no en el 

mismo centro de trabajo en que se desempeñan como empleados, se encuentran 
protegidos por la pensión de invalidez del Decreto Ley N.o 19990 que en su inciso 
d) del artículo 25.0 señala que el asegurado tiene derecho a una pensión de invalidez 
cuando se haya producido por accidente común o de trabajo, o enfermedad 
profesional, siempre que a la fecha de producirse el riesgo haya estado aportando, 
en concordancia con lo previsto por el artículo 29. 0 del Decreto Supremo N.O 011-
74-TR. 

2.3.§ Entidad competente para la acreditación de la enfermedad profesional 

l3. Para la motivación de este punto nos remitimos al fundamento 96 de la STC 10063-
2006-P AlTC, en cuanto se establece que el artículo 26. 0 del Decreto Ley N.O 19990 
resulta aplicable, mutatis mutandi, a la pensión vitalicia del Decreto Ley N.O 18846 
ya la pensión de invalidez de la Ley N.o 26790. 

14. Por lo tanto, el Tribunal Constitucional reitera como precedente vinculante que: en 
los procesos de amparo referidos al otorgamiento de una pensión vitalicia conforme 
al Decreto Ley N.O 18846 o pensión de invalidez conforme a la Ley N.O 26790 la 
enfermedad profesional únicamente podrá ser acreditada con un examen o dictamen 
médico emitido por una Comisión Médica Evaluadora de Incapacidades del 
Ministerio de Salud, de EsSalud o de una EPS, conforme lo señala el artículo 26. 0 

del Decreto Ley N.o 19990. Debiéndose tener presente que si a partir de la 
verificación posterior se comprobara que el examen o dictamen médico de 
incapacidad o invalidez es falso o contiene datos inexactos, serán responsables de 
ello penal y administrativamente, el médico que emitió el certificado y cada uno de 
los integrantes de las Comisiones Médicas de las entidades referidas, y el propio 
solicitante. 

2.4.§ Percepción simultánea de penslOn vitalicia o penslOn de invalidez y 
remuneración: supuestos de compatibilidad e incompatibilidad 

15 . Para determinar en qué supuestos resulta compatible e incompatible la percepción 
simultánea de pensión vitalicia o pensión de invalidez y remuneración o pensión 
vitalicia y pensión de invalidez, nos remitimos a las consideraciones expuestas en 
los fundamentos 100 a 102, 104 a 105 y 109 de la STC 10063-2006-PA/TC. 

16. 

a. ensión 

erciba 

erciba 
pensión vitalicia y remuneración. 
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Asimismo, con relación a la percepClOn simultánea de penSlOn de invalidez y 
remuneración, también ha de reiterarse como precedente vinculante que : 
Resulta incompatible que un asegurado con gran invalidez perciba pensión de 
invalidez y remuneración. 
Resulta incompatible que un asegurado con invalidez permanente total perciba 
pensión de invalidez y remuneración. 
Resulta compatible que un asegurado con invalidez permanente parcial perciba 
pensión de invalidez y remuneración. 

18. Finalmente, con relación a la percepción simultánea de pensión vitalicia y pensión 
de invalidez, ha de reiterarse como precedente vinculante que: ningún asegurado 
que perciba pensión vitalicia conforme al Decreto Ley N.o 18846 puede percibir por 
el mismo accidente de trabajo o enfermedad profesional o por el incremento de su 
incapacidad laboral una pensión de invalidez conforme al Decreto Ley N.o 19990 o 
a la Ley N.o 26790. Asimismo, ningún asegurado que perciba pensión de invalidez 
conforme a la Ley N.o 26790 puede percibir por el mismo accidente de trabajo o 
enfermedad profesional una pensión de invalidez conforme al Sistema Privado de 
Pensiones, ya que el artículo 115 .° del Decreto Supremo N.o 004-98-EF establece 
que la pensión de invalidez del SPP no comprende la invalidez total o parcial 
originada por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales. 

2.5.§ La inexigibilidad del subsidio por incapacidad temporal para acceder a una 
pensión de invalidez conforme a la Ley N.o 26790 

19. A diferencia del SATEP, que no estableció el cumplimiento previo de algún 
período de calificación para que los asegurados y ex- asegurados puedan acceder a 
una pensión vitalicia por accidente de trabajo o enfermedad profesional, el SCTR sí 
lo prevé. Así, en los artículos 19.° de la Ley N.o 26790 y del Decreto Supremo N.o 
003-98-SA se establece que el derecho a la pensión de invalidez se inicia una vez 
vencido el período máximo de subsidio por incapacidad temporal cubierto por el 
Seguro Social de Salud (EsSalud). 

En igual sentido, el artículo 25.6, literal c) , del Decreto Supremo N.o 003-98-SA 
señala que el asegurado para obtener la pensión de invalidez deberá presentar, en el 
procedimiento de otorgamiento, el certificado de inicio y fin del goce del subsidio 
de incapacidad temporal otorgado por EsSalud. Del mismo modo, el artículo 26.2 
del Decreto Supremo N.o 003-98-SA di que las pensiones de jnvalidez se 
devengarán desde el día siguiente de finalizad el período de 11 mIses y 10 días 
consecutivos, correspondiente al subsidio or incapacidad temp' ral que otorga 
EsSalud. 

20. Pues bien, teniendo presente q la normativa que regula el TR prevé un período 
e calificación previa (subsidio de incapacidad tempor or 11 meses y 10 días 

c nsecutivos) para acceder a una pensión de invalidez rresponde determinar en 
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ué casos resulta razonable que el destinatario del derecho fundamental a la pensión 
pueda exigir el cumplimiento de dicho requisito. 

Al respecto, este Tribunal considera que el goce previo del subsidio de incapacidad 
temporal como condición para acceder a una pensión de invalidez constituye un 
requisito razonable que sólo puede ser exigido a los asegurados del SCTR que 
mantengan una relación laboral vigente, mas no a quienes han terminado su relación 
laboral, debido a que médicamente es posible que los efectos del accidente de 
trabajo o de la enfermedad profesional se manifiesten después del cese laboral. 

En este sentido, este Tribunal en la STC 02349-2005-PA/TC ha precisado que "el 
pago de subsidios solo procede cuando existe vínculo laboral , de modo tal que 
resulta imposible exigir su percepción como condición previa al otorgamiento de la 
pensión después del cese laboral del asegurado", pues su exigencia a quienes han 
terminado su relación laboral, por ser irrazonable, vulneraría su derecho 
fundamental a la pensión. 

21 . Por ello, ha de establecerse como nuevo precedente vinculante que: La percepción 
del subsidio de incapacidad temporal otorgado por EsSalud, no será exigible como 
condición previa al otorgamiento de la pensión de invalidez del SCTR, cuando el 
vinculo laboral del asegurado haya concluido, se determine que padece de una 
enfermedad profesional irreversible, y que esta, ha tenido su origen en la actividad 
de riesgo que desarrollaba. En el caso de accidentes de trabajo, se aplicará la misma 
regla cuando las secuelas del accidente producido durante la relación laboral, se 
presenten luego del cese. 

2.7.§ La configuración de la invalidez y la inversión de la carga de la prueba 

22. Cuando el accidente de trabajo o la enfermedad profesional es declarada durante la 
vigencia de la relación laboral, se presume que la configuración de la invalidez no 
es un hecho controvertido, pues se tiene la certeza de que ésta se encuentra cubierta 
por la póliza del contrato del SCTR. En cambio, si la enfermedad profesional es 
declarada luego que la relación laboral termina, la configuración de la invalidez y la 
responsabilidad de la parte demandada se convierten en hechos controvertidos, pues 
se tiene que determinar si ésta se produjo dentro de la vigencia de la póliza. 

23 . Para ello, debe tenerse en cuenta que la enfermedad profesional puede presentarse 
durante la relación laboral o al términ , ya que existe enfermedades 
profesionales que pueden manifestarse de di . ntas maneras y que no impiden 
necesariamente seguir realizando la prest . on de servicios. or ello , cuando la 
enfermedad profesional se presenta al ' ino de la relación oral , el responsable 
de la pensión de invalidez es la mpañía aseguradora o 1 entidad encargada que 
mantenía la póliza vigente cuando se produjo el términ éie la relación laboral , ya 

e a invalidez se produjo durante la vigencia de su p ' . a. 
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, V0 r lo tanto, el Tribunal ha de reiterar como precedente vinculante que: en los 
/ rocesos de am aro cu a retensión sea el otor amiento de una ensión de 

nvalidez conforme a la Ley N.o 26790, los emplazados tienen la carga de presentar 
los exámenes médicos de control anual y de retiro, para poder demostrar que la 
denegación de otorgamiento no es una decisión manifiestamente arbitraria e 
injustificada. Es más, en aquellos procesos de amparo en los que el demandante sea 
un extrabajador, los emplazados deberán presentar el examen médico de retiro, 
pues si no lo hacen se presumirá que el demandante a la fecha de su cese se 
encontraba enfermo y bajo la cobertura de invalidez de la emplazada. Asimismo, en 
los procesos de amparo las emplazadas deberán adjuntar los contratos de SCTR 
para determinar la vigencia de la póliza y la cobertura de invalidez durante la 
relación laboral del demandante. 

2.8.§ El nexo o relación de causalidad para acreditar una enfermedad profesional 

25. En cuanto a la exigencia de que exista un nexo o relación de causalidad entre la 
enfermedad profesional y las labores desempeñadas para acceder a la pensión 
vitalicia conforme al Decreto Ley N.O 18846 o su sustitutoria, la pensión de 
invalidez conforme a la Ley N.o 26790, nos remitimos a las consideraciones 
expuestas en los fundamentos 81 y 113 a 114 de la STC 10063-2006-PA/TC. 

26. En el caso de las enfermedades profesionales originadas por la exposición a polvos 
minerales esc1erógenos, ha de precisarse su ámbito de aplicación y reiterarse como 
precedente vinculante que: en el caso de la neumoconiosis (silicosis), la antracosis 
y la asbestosis, el nexo o relación de causalidad en el caso de los trabajadores 
mineros que se laboran en minas subterráneas o de tajo abierto, se presume siempre 
y cuando el demandante haya desempeñado las actividades de trabajo de riesgo 
señaladas en el anexo 5 del Decreto Supremo N.O 009-97-SA, ya que son 
enfermedades irreversibles y degenerativas causadas por la exposición a polvos 
minerales esc1erógenos. 

27. En el caso de la hipoacusia, al ser una enfermedad que puede ser de origen común o 
de origen profesional, ha de reiterarse como precedente vinculante que : para 
determinar si la hipoacusia es una enfermedad de origen ocupacional es necesario 
acreditar la relación de causalidad entre las condiciones de trabajo y la enfermedad, 
para lo cual se tendrán en cuenta las funciones qué desempeñaba el demandante en 
su puesto de trabajo, el tiempo transcurrido entre la fecha de cese y la fecha de 
determinación de la enfermedad además de las condiciones inhere tes al ro io 
lu ar de traba· o es decir de causalidad en esta e ermedad no se 

constituyen requisitos de procedencia. 
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.9. El re juste del monto de la pensión vitalicia o de la pensión de invalidez 

ctrina reiterada de este Tribunal que en caso se incremente el grado de 
inc pacidad o invalidez provocado por el accidente de trabajo o la enfermedad 
pr fesional procede el reajuste del monto de la pensión vitalicia o la pensión de 
i validez. Ello debido a que la garantía institucional de la seguridad social tiene una 

oble finalidad , por un lado, proteger a la persona frente a las contingencias de la 
vida; y, por otro, elevar su calidad de vida. 

Para fundamentar la procedencia del reajuste, este Tribunal en la STC 1008-2004-
AA/TC, ha señalado que: a) La improcedencia del reajuste desnaturalizaría la 
esencia misma del seguro, el cual está concebido para cubrir la incapacidad laboral, 
resultando razonable, por lo tanto, que la pensión se incremente a medida que el 
grado de incapacidad se incremente; b) El riesgo cubierto - la incapacidad laboral 
producto de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales- no es estático ni 
se agota, en todos los casos, en el momento en que se produce el siniestro o se 
manifiesta la enfermedad; y c) Existen accidentes de trabajo y, especialmente, 
enfermedades profesionales que generan una progresión degenerativa de la 
incapacidad laboral y que son incurables, por ejemplo la neumoconiosis (silicosis). 

29. Por lo tanto, el Tribunal ha de establecer como nuevo precedente vinculante que : 
procede el reajuste del monto de la pensión vitalicia del Decreto Ley N.o 18846 
cuando se incremente el grado de incapacidad, de incapacidad permanente parcial a 
incapacidad permanente total, o de incapacidad permanente parcial a gran 
incapacidad, o de incapacidad permanente total a gran incapacidad. Asimismo, 
procede el reajuste del monto de la pensión de invalidez de la Ley N.o 26790 
cuando se incremente el grado de invalidez, de invalidez permanente parcial a 
invalidez permanente total , o de invalidez permanente parcial a gran invalidez, o de 
invalidez permanente total a gran invalidez. 

2.10.§ La pensión mínima del Decreto Legislativo N.o 817 y su relación con la 
pensión vitalicia por enfermedad profesional 

30. Sobre este punto, este Tribunal ha de reiterar las consideraciones expuestas en los 
fundamentos 87 y 117 de la STC 10063-2006-PA/TC, en el sentido de que los 
montos de pensión mínima establecido por la Cuarta Disposición Complementaria 
del Decreto Legislativo N.o 817 para los regímenes a cargo de la ONP no son 
aplicables a la pensión vitalicia del Decreto Le . 188 i a u sustitutoria, la 
pensión de invalidez de la Ley N.o 26790, básicamente, rqu los accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales cubiertos por e ecre Ley N.o 18846 no 
están comprendidos en el régimen del Decreto ey N.o 990 y porque es una 

~1v.al a la generada por el ries e lajubilaci' (edad y aportaciones). 
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~or lo tanto, el Tribunal ha de reiterar como precedente vinculante que: los montos 
VI de pensión mínima establecidos por la Cuarta Disposición Complementaria del 

\ 
I 

Decreto Legislativo N.o 817 no son aplicables a la pensión vitalicia del Decreto Ley 
N.o 18846 ni a sus sustitutoria, la pensión de invalidez de la Ley N.o 26790, debido 
a que ambas prestaciones se encuentran previstas para cubrir riesgos y 
contingencias diferentes y se financian con fuentes distintas e independientes. 

2.11.§ El arbitraje en el SCTR y la excepción de convenio arbitral 

32. El marco normativo del arbitraje en el SCTR se encuentra previsto y desarrollado 
únicamente en el Decreto Supremo N.O 003-98-SA. Así, en su artículo 9.° se 
establece que: 

La sola suscripción de un contrato de seguro complementario de trabajo de 
riesgo, bajo cualquiera de sus coberturas, implica el sometimiento de las partes 
contratantes, así como de los ASEGURADOS Y BENEFICIARIOS a las reglas 
de conciliación y arbitraje a que se refieren los Artículos 90 y 91 del Decreto 
Supremo N. o 009-97-SA y la segunda disposición complementaria del Decreto 
Supremo N. o 006-97-SA conforme al cual se resolverán en forma definitiva 
todas las controversias en las que se encuentren involucrados intereses de los 
ASEGURADOS, BENEFICIARIOS, INSTITUTO PERUANO DE SEGURIDAD 
SOCIAL, OFICINA DE NORMALIZACIÓN PREVISIONAL, ENTIDADES 
PRESTADORAS DE SALUD, ASEGURADORAS Y ENTIDADES 
EMPLEADORAS 

Asimismo, en su artículo 25.° se señala: 

( .. .) artículo 25.5.3 Recibida la solicitud con la documentación completa, LA 
ASEGURADORA procederá directamente a la evaluación de la documentación 
presentada y la calificación de la condición de la invalidez del BENEFICIARIO, 
en su caso, pronunciándose sobre la procedencia del reclamo en un plazo 
máximo de diez días calendario a contarse desde la presentación de la solicitud 
de pensión. 
25.5.4 En caso de existir discrepancias respecto de la condición de inválido del 
BENEFICIARIO, el expediente será elevado al Instituto Nacional de 
Rehabilitación para su pronunciamiento en instancia única administrativa. La 
parte que no se encuentre conforme con la decisión del Instituto Nacional de 
Rehabilitación, solicitará la interv 'on del Cen o de Conc' iación y Arbitraje 
de la Superintendencia de ¡(jades Prestado!) s de Sa d, cuya resolución 
tendrá el carácter de cosa juzgada. 
25.5.5 Si las discrepancias no versara "Sobre la n 1fión de invalidez del 
BENEFICIARIO, el asunto será etido al Centro de 
Conciliac' 'n y Arbitraje de la 
Salud 
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2.11. .§. El arbitraje previsto en el artículo 9.° del Decreto Supremo N.o 003-98-SA 

En cuanto a la regulación del arbitraje prevista en el artículo 9.° del Decreto 
Supremo N.o 003-98-SA, debe señalarse que este Tribunal Constitucional, en el 
fundamento 120 de la STC 10063-2006-PAlTC, ya se ha pronunciado sobre su 
inconstitucionalidad, por considerar que al normar un arbitraje obligatorio se 
contraviene el principio de autonomía de la voluntad y el derecho a la tutela judicial 
efectiva, en su vertiente de acceso a la justicia y al juez natural. 

34. En este sentido, este Tribunal ha de reiterar como precedente vinculante que: 
cuando en un proceso de amparo se demande el otorgamiento de una pensión de 
invalidez conforme a la Ley N.O 26790 y al Decreto Supremo N.O 003-98-SA, y la 
emplazada proponga una excepción de arbitraje o convenio arbitral que tenga como 
fundamento el artículo 9.° del Decreto Supremo N.O 003-98-SA, el Juez deberá 
desestimar bajo responsabilidad la excepción referida, debido a que la pretensión de 
otorgamiento de una pensión de invalidez forma parte del contenido 
constitucionalmente protegido por el derecho a la pensión, el cual tiene el carácter 
de indisponible, y porque la pensión de invalidez del SCTR tiene por finalidad 
tutelar el derecho a la salud del asegurado que se ha visto afectado por un accidente 
de trabajo o una enfermedad profesional, el cual tiene también el carácter de 
indisponible para las partes. 

2.11.2.§. El arbitraje previsto en el artículo 25.° del Decreto Supremo N.O 003-98-
SA 

35. A diferencia del arbitraje obligatorio previsto en el artículo 9.°, el previsto en el 
artículo 25 .° es un arbitraje voluntario, que se inicia porque una de las partes está 
disconforme con el pronunciamiento del Instituto Nacional de Rehabilitación, y que 
concluye con la resolución del Centro de Conciliación y Arbitraje de la 
Superintendencia de Entidades Prestadoras de Salud. 

36. Sobre el particular, debe tenerse presente que este Tribunal Constitucional en la 
STC 00061-2008-PA/TC consideró que el arbitraje voluntario goza de la 
presunción de constitucionalidad debido a que su inicio tiene como fundamento el 
principio de autonomía de la voluntad, que constituye la esencia y el fundamento 
del proceso arbitral, por cuanto el arbitraje conlleva la exclusión de la vía judicial. 
Asimismo, se estableció que el arbitraje voluntario, para que sea considerado 
constitucional, debe cumplir s requisitos en el momento de la 
instalación del órgan r itral. 

V' 37. En este sentido, para que el pro o arbitral instaurado de man a voluntaria sea 
constitucional, debe reiterar como precedente vinculante que' en el momento de 

instalación del ór a arbitral el árbitro o árbitros deberá de' ar constancia ue 

uperintendencia de Entidades Prestadoras de Salud. 
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uede renunciar al arbitra' e 

Que contra el laudo arbitral cabe el recurso que prevé la Ley General de Arbitraje. 
El arbitraje voluntario será inconstitucional si es iniciado por la Aseguradora 
Privada o por la Oficina de Normalización Previsional y el asegurado o beneficiario 
no desea someterse a él. 

Asimismo, cabe recordar que contra el laudo arbitral procede la demanda de 
amparo, siempre que se haya agotado previamente el recurso que prevé la Ley 
General de Arbitraje y exista una resolución judicial firme que resuelva dicho 
recurso. 

2.12.§ Fecha de inicio de pago de la pensión vitalicia o pensión de invalidez 

39. En cuanto a la fecha en que se genera el derecho a la pensión vitalicia o pensión de 
invalidez, este Tribunal en el precedente vinculante dictado en la STC 00061-2008-
P A/TC ha precisado que la contingencia debe establecerse desde la fecha de 
emisión del dictamen o certificado médico expedido por una Comisión Médica 
Evaluadora o Calificadora de Incapacidades de EsSalud, o del Ministerio de Salud 
o de una EPS, que acredita la existencia de la enfermedad profesional, dado que la 
prestación deriva justamente del mal que aqueja al demandante, y es a partir de 
dicha fecha que se debe abonar la pensión vitalicia del Decreto Ley N.O 18846 o 
pensión de invalidez de la Ley N.O 26790 y sus normas complementarias y conexas. 

40. Por lo tanto, este Tribunal ha de reiterar como precedente vinculante que: la fecha 
en que se genera el derecho, es decir, la contingencia debe establecerse desde la 
fecha del dictamen o certificado médico emitido por una Comisión Médica 
Evaluadora o Calificadora de Incapacidades de EsSalud, o del Ministerio de Salud 
o de una EPS, que acredita la existencia de la enfermedad profesional, dado que el 
beneficio deriva justamente del mal que aqueja al demandante, y es a partir de 
dicha fecha que se debe abonar la pensión vitalicia del Decreto Ley N.O 18846 o 
pensión de invalidez de la Ley N.O 26790 y sus normas complementarias y conexas. 

2.13.§ Responsabilidad del Estado en el SCTR 

41. 
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P es bien, este Tribunal, con la finalidad de integrar el vaCÍo normativo previsto en 
artículo 88.° del Decreto Supremo N.o 009-97-SA, ha de reiterar como precedente 

inculante que: la cobertura supletoria de la ONP establecida en el artículo 88.° del 
Decreto Supremo N.o 009-97-SA también comprende a los riesgos por invalidez 
temporal e invalidez parcial permanente, si la entidad empleadora se encuentra 
inscrita en el Registro de Entidades Empleadoras que desarrollan actividades de 
riesgo. En estos casos, la ONP ha de repetir contra la entidad empleadora por el 
valor actualizado de las prestaciones. 

2.14.§ Reglas procesales 

43. Este Tribunal en los fundamentos 140 y 146 de la STC 10063-2006-PAITC 
desarrolló algunas reglas procesales que deben tenerse presentes en los procesos de 
amparo cuya pretensión sea el otorgamiento de una pensión vitalicia conforme al 
Decreto Ley N.o 18846, o de una pensión de invalidez conforme a la Ley N.o 26790 
y al Decreto Supremo N.o 003-98-SA, que requieren de una complementación para 
un mejor desarrollo de los procesos constitucionales y la predictibilidad de las 
sentencias. 

44. Como primera regla procesal, tenemos que precisar los efectos que generó 
establecer en la STC 10063-2006-PAITC como regla vinculante que sólo los 
dictámenes o exámenes médicos emitidos por las Comisiones Médicas Evaluadoras 
o Calificadoras de Incapacidades de EsSalud, o del Ministerio de Salud o de las 
EPS constituidas según Ley N.o 26790, constituyen la única prueba idónea para 
acreditar en los procesos de amparo que una persona padece de una enfermedad 
profesional, y que, por ende, tiene derecho a una pensión vitalicia conforme al 
Decreto Ley N.o 18846, o a una pensión de invalidez conforme a la Ley N.o 26790 
y al Decreto Supremo N.o 003-98-SA. 

45. Pues bien, teniendo en cuenta el criterio vinculante referido en el fundamento 
precedente, este Tribunal ha de reiterar como precedentes vinculantes que: 

a. Los jueces al calificar las demandas de amparo cuya pretensión sea el otorgamiento 
de una pensión vitalicia conforme al Decreto Ley N.o 18846, o de una pensión de 
invalidez conforme a la Ley N.o 26790 y al Decreto Supremo N.o 003-98-SA, que 
aún no hayan sido admitidas a tramite, deberán declararlas inadmisibles, 
concediéndole al demandante un plazo máximo de 60 días hábiles para que 

b. 

resente en calidad de ericia el dictamen o certificado médico emiti o or las 
Comisiones Médicas Evaluadoras o Calificadoras de Inca acidades d EsSalud o 
del Ministerio de Salud o de Jas-
expediente. 
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la o máximo de 60 días hábiles como enCia el dictamen o certificado médico 
tido or una Comisión Médica Evaluadora o Calificadora de Inca acidades de 
alud o del Ministerio de Salud o de una EPS siem re 

pública, y no exista contradicción entre los documentos presentados. 

En todos los procesos de amparo que se encuentren en trámite en los que el 
demandante haya presentado un certificado o examen médico emitido por un 
organismo privado o médico particular para probar que padece de una enfermedad 
profesional, los jueces no han de solicitarle la pericia referida, sino declarar 
improcedente la demanda, pues los certificados o exámenes médicos referidos no 
tienen eficacia probatoria dentro del proceso constitucional de amparo para 
acreditar que el demandante padece de una enfermedad profesional. 

46. Asimismo, resulta conveniente establecer qué sucede en aquellos casos en los que 
el demandante no cumple con presentar el dictamen o certificado médico emitido 
por una Comisión Médica Evaluadora o Calificadora de Incapacidades dentro del 
plazo de 60 días hábiles. 

En este sentido, la segunda regla procesal que ha de establecerse como nuevo 
precedente es que: en los procesos de amparo en que se haya solicitado al 
demandante como pericia el dictamen o certificado médico emitido por una 
Comisión Médica Evaluadora o Calificadora de Incapacidades y este no haya sido 
presentado dentro del plazo de 60 días hábiles, contados a partir de la fecha de 
recepción del requerimiento, la demanda será declarada improcedente. 

47. En cuanto a las reglas procesales reiteradas en el fundamento 45 supra, debe 
precisarse que éstas sólo resultan aplicables a las demandas de amparo que se hayan 
interpuesto antes del 19 de enero de 2008 , pues en dicha fecha se publicaron en el 
diario oficial El Peruano las SSTC 6612-2005-PA/TC y 10087-2005-PA/TC, que 
elevan a precedente vinculante las reglas contenidas en la STC 10063-2006-PA/TC, 
que fue publicada en la pagina web de este Tribunal el 6 de diciembre de 2007. 

48. En orden a lo indicado, debe estable erse regla procesal que ha de aplicarse a las 
demandas de amparo que sean interpues s a partir del 19 de enero de 2008 . En este 
sentido, la tercera regla procesal qu a de establecerse como nuevo precedente 
vinculante es que: 

a. 1 1 9 de enero 



Fi lmente, debe establecerse como última regla procesal en qué casos resulta 
v' ido imponer sanciones a las partes. En este sentido, la cuarta regla procesal que 

a de establecerse como nuevo precedente vinculante es que: a la ONP y a las 
ompañías de seguros que no apliquen los precedentes vinculantes se les impondrá 

las medidas coercitivas previstas en el artículo 22.° del CPConst. Asimismo, a los 
demandantes que interpongan demandas de amparo manifiestamente infundadas 
por ser contrarias a los precedente vinculantes referidos, se les impondrá el pago de 
los costos y costas del proceso por su actuación temeraria. Por otro lado, a los 
abogados se les impondrá el pago de una multa, cuando en autos quede demostrado 
que tenían conocimiento de que patrocinan procesos cuyas pretensiones son 
contrarias a los precedentes vinculantes. 

3.§ Análisis de la controversia 

50. Sobre la posibilidad de percibir una doble penSlOn por una misma enfermedad 
profesional, debemos remitirnos al precedente vinculante originalmente establecido 
en la STC 10063-2006-PA, Y reconocido como precedente vinculante mediante las 
SSTC 6612-2005-PA y 10087-2005-PA, en cuanto señala que "ningún asegurado 
que perciba pensión vitalicia conforme al Decreto Ley N.O 18846 puede percibir por 
el mismo accidente de trabajo o enfermedad profesional o por el incremento de su 
incapacidad laboral una pensión de invalidez conforme al Decreto Ley N.O 19990 o 
a la Ley N.o 26790" . 

51. Respecto a los elementos de interés para la resolución del presente caso, debe 
señalarse que con la Resolución N.O 11 , de fecha 24 de mayo de 2005 , dictada por 
la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de lea, en el proceso de amparo 
recaído en el Exp. N.o 2004-1846, obrante en autos como acompañado, se prueba 
que a la Oficina de Normalización Previsional se le ordenó que le otorgue al 
demandante una pensión de invalidez por enfermedad profesional conforme a la 
Ley N.o 26790 y sus normas complementarias y conexas. Asimismo, debe 

52. 

destacarse que en el proceso referido la demanda de fue declarada fundada 
porque con el informe de evaluación médica de fecha 20 setiembre de 2003 , que 
también ha sido presentado en el presente proceso, s probó que el demandante 
adolece de neumoconiosis (silicosis) con 80% de in acidad. 

Por lo tanto, advirtiéndose que el demandan se encuentra percibiendo na pensión 
de invalidez por enfermedad profesiona onforme a la Ley N.o 26 O, no resulta 
legítimo que pueda percibir una s unda pensión de invalid por la misma 
enfermeda ofesional que padece, razón por la cual la emanda debe ser 
desesti 
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú 

c. 

HA RESUELTO 

larar INFUNDADA la demanda. 

Co forme al artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, 
se reitera como PRECEDENTES VINCULANTES las reglas contenidas en los 
ti ndamentos 9, 11 , 12, 14, 16, 17, 18, 24, 26, 27, 31 , 34, 37, 40, 42 Y 45 , que son 

s siguientes: 

No existe plazo de prescripclOn para solicitar el otorgamiento de una penSlOn 
vitalicia conforme al Decreto Ley N. o 18846, ya que el acceso a una pensión forma 
parte del contenido constitucionalmente protegido por el derecho fundamental a la 
pensión, que tiene, como todo derecho fundamental, el carácter de imprescriptible. 

No se pierde el derecho a una pensión vitalicia por laborar como empleado, siempre 
y cuando se haya laborado antes como obrero en el mismo centro de trabajo y 
durante la vigencia del Decreto Ley N.o 18846, toda vez que el trabajo 
desempeñado como empleado no menoscaba el riesgo al que estuvo expuesta la 
salud durante el desempeño del trabajo como obrero. 

en concordancia con lo 
74-TR. 

d. En los 

administrati vamente 
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los integrantes de las Comisiones Médicas de las entidades referidas, y el propio 
solicitante. 

e. Resulta incompatible que un asegurado con gran incapacidad perciba pensión 
vitalicia y remuneración. 

f. 

Resulta incompatible que un asegurado con incapacidad permanente total perciba 
pensión vitalicia y remuneración. 
Resulta compatible que un asegurado con incapacidad permanente parcial perciba 
pensión vitalicia y remuneración. 

Resulta incompatible que 
invalidez y remuneración. 
Resulta incompatible que 
..,.""-"'''''·r;,.' n de invalidez 
Resul a com atible 

un asegurado con gran invalidez perciba pensión de 

un asegurado con invalidez permanente total perciba 

con invalidez ermanente erciba 

i cremento de su inca acidad laboral una ensión de invalidez conforme al Decreto 
ey N.o 19990 o a la Ley N.o 26790. Asimismo, ningún asegurado que perciba 

pensión de invalidez conforme a la Ley N.O 26790 puede percibir por el mismo 
accidente de trabajo o enfermedad profesional una pensión de invalidez conforme 
al Sistema Privado de Pensiones, ya que el artículo 115.° del Decreto Supremo N.O 
004-98-EF establece que la pensión de invalidez del SPP no comprende la invalidez 
total o parcial originada por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales. 

En los procesos de amparo cuya pretensión sea el otorgamiento de una pensión de 
invalidez conforme a la Le .° 26790 los em lazados tienen la car a de resentar 
los exámenes médicos 
dene ación de otor 
injustificada. =E""s~m~' ::..L..::::..:..!....=:;¡..~~'---""'-"'-=="'-"-=...:::===-"'---=-"~=-;:;L..=.=---=~====O"== 

os minerales esc1eró enos. 
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J. 

m. 

'/ 

Para determinar si la hipoacusia es una enfermedad de origen ocupacional es 
necesario acreditar la relación de causalidad entre las condiciones de trabajo y la 
enfermedad, para lo cual se tendrán en cuenta las funciones qué desempeñaba el 
demandante en su puesto de trabajo, el tiempo transcurrido entre la fecha de cese y 
la fecha de determinación de la enfermedad, además de las condiciones inherentes 
al propio lugar de trabajo, es decir, que la relación de causalidad en esta 
enfermedad no se presume sino que se tiene que probar, dado que la hipoacusia se 

r e or la ex osición re etida rolon ada al ruido. Por tanto, los medios 
robat rios ue el demandante tiene 

ue existe un nexo o relación de causalidad entre la enfermedad 

montos de ensión mínima establecidos or osición 
om lementaria del Decreto Le islativo N.O 817 no son a licables a la ensión 
italicia del Decreto Le N.O 18846 ni a sus sustitutoria la ensión de invalidez de 

la Ley N .O 26790, debido a que ambas prestaciones se encuentran previstas para 
cubrir riesgos y contingencias diferentes y se financian con fuentes distintas e 
independientes. 

Cuando en un proceso de amparo se demande el otorgamiento de una pensión de 
invalidez conforme a la Ley N.O 26790 Y al Decreto Supremo N .O 003-98-SA, y la 
emplazada proponga una excepción de arbitraje o convenio arbitral que tenga como 
fundamento el artículo 9.° del Decreto Supremo N.O 003-98-SA, el Juez deberá 
desestimar bajo responsabilidad la excepción referida, debido a que la pretensión de 
otorgamiento de una pensión de invalidez forma parte del contenido 
constitucionalmente protegido por el derecho a la pensión, el cual tiene el carácter 
de indisponible, y porque la pensión de invalidez del SCTR tiene por finalidad 
tutelar el derecho a la salud del asegurado que se ha visto afectado por un accidente 
de traba' o o una enfermed fesional el cual tiene también el carácter de 
indis onible ara las a 

ano arbitral el árbitro o árbitros deberán 

Arbitraje. 
El arbitra' e voluntario será inconstituciona 
Privada o or la Oficina de Normalización 
no desea someterse a él. 
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n. La fecha en que se genera el derecho, es decir, la contingencia debe establecerse 
desde la fecha del dictamen o certificado médico emitido por una Comisión Médica 
Evaluadora o Calificadora de Incapacidades de EsSalud, o del Ministerio de Salud 
o de una EPS, que acredita la existencia de la enfermedad profesional, dado que el 
beneficio deriva justamente del mal que aqueja al demandante, y es a partir de 
dicha fecha que se debe abonar la pensión vitalicia del Decreto Ley N.O 18846 o 
pensión de invalidez de la Ley N.O 26790 y sus normas complementarias y conexas. 

os ·ueces al calificar las demandas de am aro cu a retensión sea el atar amiento 
de una pensión vitalicia conforme al Decreto Ley N.O 18846, o de una pensión de 
invalidez conforme a la Ley N.O 26790 y al Decreto Supremo N.O 003-98-SA, que 
aún no hayan sido admitidas a tramite, deberán declararlas inadmisibles, 
concediéndole al demandante un plazo máximo de 60 días hábiles para que 
presente, en calidad de pericia, el dictamen o certificado médico emitido por las 
Comisiones Médicas Evaluadoras o Calificadoras de Incapacidades de EsSalud, o 
del Ministerio de Salud o de las EPS, bajo apercibimiento de archivarse el 
expediente. 

En todos los procesos de amparo que se encuentren en trámite, y cuya pretensión 
sea el otorgamiento de una pensión vitalicia conforme al Decreto Ley N.o 18846 o 
de una pensión de invalidez conforme a la Ley N.O 26790 y al Decreto Supremo N.O 
003-98-SA, los jueces deberán requerirle al demandante para que presente en el 
plazo máximo de 60 días hábiles, como pericia, el dictamen o certificado médico 
emitido or una Comisión Médica luadora o Calificadora de Inca acidades de 
EsSalud o del Ministerio de Sa a o e una EPS siem re 

en trámite en los ue el 
en médico emitido or un 

ue adece de una enfermedad 

ara 
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3. Conforme al artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional , 
se establecen como nuevos PRECEDENTES VINCULANTES las reglas 
contenidas en los fundamentos 21 , 29, 46, 48 Y 49, que son las siguientes : 

a. La percepción del subsidio de incapacidad temporal otorgado por EsSalud, no será 
exigible como condición previa al otorgamiento de la pensión de invalidez del 

~ _ ) SCTR, cuando el vinculo laboral del asegurado haya concluido, se determine que 
c.r V padece de una enfermedad profesional irreversible, y que esta, ha tenido su origen 

en la actividad de riesgo que desarrollaba. En el caso de accidentes de trabajo, se 
., aplicará la misma regla cuando las secuelas del accidente producido durante la 

relación laboral, se presenten luego del cese. 

b. 18846 

ran 

En los procesos de amparo en que se haya solicitado al demandante como pericia el 
dictamen o certificado médico emitido por una Comisión Médica Evaluadora o 
Calificadora de Incapacidades y este no haya sido presentado dentro del plazo de 60 
días hábiles, contados a partir de la fecha de recepción del requerimiento, la 
demanda será declarada improcedente. 

d. Los jueces al calificar las demandas de amparo interpuestas a partir del 19 de enero 
de 2008, cuya pretensión sea el otorgamiento de una pensión vitalicia conforme al 
Decreto Ley N.o 18846, o de una pensión de invalidez conforme a la Ley N.o 26790 
y al Decreto Supremo N.o 003-98-SA, la declararán improcedente si advierten que 
el demandante no ha ad' untado a su anda el dictamen o certificado médico 

acidades 

e. 
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Publíquese y notifíquese. 

ss. 

MESÍA RAMÍREZ 
VERGARA GOTELLI 
LANDA ARROYO 
BEAUMONT CALLI 
CALLEHAYEN 
ETOCRUZ 
ÁLVAREZ 
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